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SAIA SEGUNDA

Sección Tercera

EXCI4oS. SRES. :

Don Luis I",ópez Guerra

Don Eugenio Díaz

Eimil

Don Juli-o D. GonzáIez

Campos

0 050L010

Nún. de Registro: 918/92

ASUNTO:Amparo promovido

Fernando Gómez ortega.

por don

soBRE: Sentencia de Ia Sala de lo

Socia1 del Tribunal Superior de

Justicia de Madrid.

La Sección ha examinado el reeurso de amparo interpuesto

por don Fernando Gómez ortega.

I. ANTECEDENTES

l-. Por escrito registrado en este Tribunal el 6 de abril de

L992, €1 recurrente don Fernando Gómez Ortega interesó de este

Tribunal eI nombramiento de Procurador deI turno de oficio para

comparecer ante e1 mismo, asistido por eI Letrado don Angel

Zamora de Luque.

2. Una vez designada Procuradora de1 recurrente doña Luisa

García Caja, ésta formalizó demanda de amparo que tuvo entrada

en e1 Registro General de este Tribunal el Lg de julio de L992
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contra la Senteneia dictada en recurso de suplicación por la

Sala de 1o Social del Tribunal Superior de Justicia (TSJ) de

Madrid con fecha l-3 de diciembre de L99l-.

3. La demanda de amparo se basa en los sigruientes antece-

dentes de hecho:

a) E1 ahora recurrente mediante conciliación judi-

cial obtuvo el reconocimiento de1 derecho a percibir de1 empre-

sario determinadas cantidades en concepto de indemnización por

despido.

b) Ante la insolvencia del empresario, eI actor en

aquel proceso solicitó de1 Fondo de GarantÍa Salarial (FOGASA)

el abono de la cantidad acordada en conciliación, que comPren-

día los salarios de tramitación y una suma a tanto alzado como

indernnización, siendo denegada 1a petición e1 I de noviembre de

l_989 .

c) Seguid.amente, e1 hoy recurrente formuló demanda

contra eI citado organismo ante e} Juzgado de Io Socia1 núm. L2

de Madrid, gue desestimó asimismo Ia pretensión por Sentencia

d.e 30 de abril de 1-991-. Contra esta resolución interpuso recur-

so de suplicación ante Ia Sala de 1o Social del TSJ de Madrid,

que dictó Sentencia, confirmando Ia anterior, eI L3 de diciem-

bre de L99L.

d) En suma, tanto en Ia vía administrativa como en

Ia judicial, la petición del recurrente ha sido denegada por Ia

ineficacia del título en que se basaba; esto es por no ser su-

ficiente ante el FOGASA 1o acordado en conciliación, a tenor de

1o previsto en el art. 32.2 del Estatuto de los Trabajadores

(E.f. ) en su nueva redacción operada por Ia Ley 32/L984' da 2

de agosto, güe obliga a dicho organismo que abone únicanente

Ias rrindemnizaciones reconocidas como consecuencia de Sentencia

o resolución administrativa a favor de los trabajadoresrr títu-
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1os ejecutivos en los gue no está incluido 1o acordado en con-

c i l iac ión.

4. La dernanda de amparo impugma Ia última resolucj-ón del

TSJ de Madrid por entender que lesiona e1 derect¡o fundamental a

la tutela judicial efectiva de1 art. 24.L C.8., vulneración que

se concreta en no haberse dado satisfacción a1 resareimiento de

unas cantidades a las que cree tener derecho. A1ega que la sen-

tencia impugmada aplica indebidamente el apartado 2 del art. 33

E.T. en lugar del apartado 1-e que reconoee e1 abono de1 salario

de la cantidad. reconocida en el acto de conciliación. Considera

güe, puesto que existe una lagruna lega1 en el apartado 2e al no

hacer referencia aI despido discipl inario del art. 54 8.T., los

jueces debería aplicar Ia norma más favorable al trabajador,

esto €sr eI apartado 1e y no el 2s que se está refiriendo tini-

camente a los supuestos de despido previstos en los arts. 50 y

5L  E .T .

Interesa, por el lo, gü€ se reconozca su derecho a recibir

del FoGASA los salarios de tramitación e indemnización recono-

cidos en acto d.e conciliación ante eI Juzgado de 1o Socia1 nún.

l- de Madrid.

5. Por providencia de 26 de octubre de L992 Ia Seceión Ter-

cera d.e Ia Sala Segunda de este Tribunal acordó, de conformidad

con lo dispuesto en eI art. 50.3 LOTC conceder un plazo común

de d.iez días aI Ministerio Fiscal y aI solicitante de amparo

para que alegasen 1o pertinente en relación con la posible fa1-

ta de contenido constitucional de la demanda [art. 50.]- c)

LOTCI .

6. En escrito que tuvo entrada en eI Registro de este tri-

bunal eI 28 de octubre de 1"992 eI Fisca1 se opuso a Ia adnisión

a trámite de la demanda de amparo, estimando que Ia Sentencia
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impugmada contiene una interpretación razonable y motivada del
art. 32.2 E.T., y que es conforme a una jurisprudencia ante-
rior. A su juicio ro que se pretende a través de 1a vía de am-
paro es discutir la interpretación de ra norma apricada por e1
Tribunal para e1 caso concreto ro que no es factible rlevar a
cabo a través de1 cauce de este recurso, como ponen de mani-
f iesto entre otras las SSTC 2II/Lggg y gO/LggA.

7. En su escrito de alegaciones, registrado en este Tribu-
nal er l-3 de novieubre de L992, €1 recurrente justifica e1 am-
paro por entender que se ha dado una interpretación estricta y

errónea de1 ar t .  33.2 E.T.  que vu lnera e1 ar t .  24.L c .E.  puesto
que dispone de un títu1o ejecutivo al que se priva de toda
efectj-vidad en 1a resolución impugmada.

II. FUNDAI,IENTOS JI'RIDICOS

l-. En reiteradas Sentencias, este Tribunal ha declarado que

determinar cuál es 1a norma aplicable a1 caso concreto es una
cuestión de estricta legalidad ordinaria que no corresponde re-
solver a este Tribunal, habida cuenta que ra seleceión de nor-
mas aplicables y su interpretación corresponde, de principio, a
los Jueces y Tribunales ordinarios, en er ejercj-cio de Ia fun-
ción jurisdiccional gue con carácter exclusivo, res atribuye er
a r t .  LL7 .3  c .E .  ( ss rc  LLTa /Lgeg ,  2oL /J -989 ' t .  E l  con t ro r  po r  pa r -
te de este Tribunar de la selección de 1a norma apricable, así
como la interpretación efectuada por los órganos judiciales,

só1o puede producirse, en términos grenerares, si se ha tratado
de una selección arbitraria, manifiestamente irrazonable o por-
que ha sido fruto de un error patente (SSTC 23/Lge7 y

233/LeeLr .

2. Ninguna de estas circunstancias excepcionares acaecen en
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e1 caso que nos ocupa, en que la petición de amparo se basa ex-

slusivamente en 1a discrepancia con Ia interpretación del art.

33 E.T. efectuada por Ia resolución recurrida a propósito de

los títu1os ejecutivos que obligan a1 FOGASA a abonar ciertas

cantidades a J-os trabajadores en caso de insolvencia empresa-

rial. E1 criterio adoptado por Ia resolución recurrida no es

una decj-sión aislada, caprichosa o arbitraria; antes bien, s@

basa en una doctrina firme sentada en resoluciones anteriores

del propio Tribunal Central de Trabajo, y en 1a superior del

Tribunal Supremo fijada en Ia Sentencia en interés de 1ey dic-

tada el 4 de jul io de I99O, donde se afirma que el acto conci-

Iiatorio es una transacción, un pacto que no puede ser incluido

en ningruna de 1as expresiones rrsentencia o resolución adminis-

trativarr del art. 33.2 8.T., de modo que Ia responsabil idad del

FOGASA rrno,.. comprende las indemnizaciones pactadas en acto de

concil iación, sean ante eI Juzgado de 1o Social, sea ante el

Servicio de Mediación, Arbitraje y Concil iaciónrr. Siendo, por

tanto, una cuestión de legalidad ordinaria 1o que se plantea,

no cabe sino reiterar que 1os Tribunales de Justicia son sobe-

ranos y no compete a este Tribunal formular juicio ni censura

alguna, cualquiera que fuere eI acierto con que el Tribunal

haya actuado. Conviene no olvidar que el art. 24.L C.E. no ga-

rantiza eI acierto en Ia aplicación de la legalidad ordinaria,

sino e1 derecho a una resolución jurisdicsj-ona1 fundada en de-

recho, Io que se obtj-ene en el caso l i t igioso, no siendo posi-

b1e, en consecuencia, argüir legítiuramente que se haya lesj.ona-

do e1 derecho a la tutela judicial efectiva.

En virtud de Io expuesto Ia Sección acuerda Ia inadnisión

del recurso y eI archivo de 1as actuaciones.

Madrid, catoree de diciembre de ni1 novecientos noventa y

dos .

ry3*


